Center for Hemispheric Defense Studies

REDES 2003

Research and Education in Defense and Security Studies

October 28-30, 2003, Santiago, Chile

Panel: Police Reform in the Americas
Asociaciones Públicas–Privadas para la Reforma Policial en Brasil: Instituto de São Paulo Contra la Violencia
Paulo de Mesquita Neto

Brazil

The statements and opinions presented by the authors of "REDES 2003 Academic Papers", do NOT represent the views of the Department of Defense (DoD), the National Defense University (NDU) or the Center for Hemispheric Defense Studies (CHDS). Any release, quotation or extraction for publication must be coordinated with the author of the document.  Any use of these materials outside of the context of this seminar is NOT authorized.

VI Research and Education in Defense and Security

Studies Seminar (REDES 2003)Santiago de Chile

PROPOSED PANEL:  Challenges of Police Reform in the Americas
TITLE: Asociaciones Públicas–Privadas para la Reforma Policial en Brasil: Instituto de São Paulo Contra la Violencia 

Paulo de Mesquita Neto

University of São Paulo
ABSTRACT: This paper presents a unique case of public-private partnership for police reform in Brazil. This initiative is underway in Rio de Janeiro as a part of a broader process of police reform and has shown interesting results and challenges for both the private sector and police institutions.  In that sense, it focuses on issues such as the role of security institutions, the private sector and the community in the design and implementation of a public security agenda. 

PRELIMINARY VERSION

DO NOT CITE OR DISTRIBUTE
Introducción

Desde la transición del régimen autoritario a la democracia en los años 80, se ha dado prioridad a la reforma policial en la agenda política de Brasil.  Inicialmente, el objetivo principal de la reforma policial era mejorar la integridad y la legitimidad de la policía que estaba comprometida con el anterior con esa finalidad de gobierno autoritario.  La reforma buscaba reducir la corrupción, la violencia y la discriminación en las organizaciones policiales, como también que la policía asumiera su responsabilidad ante la ley, fuera más respetuosa de los derechos humanos y más receptiva y transparente ante los ciudadanos. Concretamente, el objetivo era hacer que la policía fuera realmente “democrática”.

Éste sigue siendo un objetivo importante de la reforma policial.  Sin embargo, debido al drástico crecimiento de la delincuencia y la violencia en los años 80 y 90 (dado que las tasas de homicidios aumentaron de 11,7 homicidios por cada 100.000 personas en 1980 a 27,0 homicidios por cada 100.000 personas en 2000), la efectividad del control y prevención de la delincuencia se convirtió en otro objetivo importante de la reforma policial.
  Finalmente, en los años 90, debido a la creciente preocupación con respecto a la inflación y el déficit público, la eficiencia también influyó dentro de los objetivos importantes.

Por lo tanto, la reforma policial apuntaba a múltiples y variados objetivos, que dependían del contexto político y de la coalición de actores que la apoyaban, y pasando a formar parte de la agenda política de Brasil durante casi dos décadas. Pero en este punto persisten ciertas interrogantes: ¿Qué se ha logrado o no se ha logrado al reformar la policía?, y ¿Qué se puede hacer para consolidar los logros y fortalecer el proceso de la reforma policial?

Cada vez más se reconoce que la policía por sí sola no puede resolver los problemas de seguridad pública, sobre todo en países con altos índices de delincuencia y de violencia. Las instancias judiciales, legislativas y ejecutivas, como también la sociedad civil y las organizaciones privadas tienen un rol que desempeñar. Además, dado que Brasil tiene un sistema federal, los gobiernos federales, estaduales y municipales también deben cumplir un rol importante. Sin embargo, la responsabilidad constitucional de prevenir la delincuencia, detectar y aprehender a los delincuentes sólo sigue siendo de la policía. Las instituciones policiales que son legítimas, efectivas y eficientes pueden hacer una contribución positiva, o incluso muchas veces decisiva, para controlar y prevenir la delincuencia.  Por el contrario, las instituciones policiales que son ilegítimas, ineficaces e ineficientes, no sólo socavan cualquier esfuerzo por controlar y prevenir la delincuencia, sino incluso contribuyen a incrementarla, en especial en lo que se refiere al crimen organizado.

Este artículo presenta un estudio de casos de la reforma policial en el Estado de Sao Paulo en los años 90, centrándose en el rol del sector privado, concretamente examino las asociaciones públicas-privadas en la reforma policial. Christopher Stone, director del Instituto Vera de Justicia (Vera Institute of Justice), constató que el éxito de la reforma policial depende del apoyo interno y externo “y uno de los apoyos externos a la reforma policial más prometedores, pero menos estudiado es el sector empresarial privado”.

El sector empresarial de Brasil tradicionalmente ha sido una fuerza que está en contra de la reforma policial.  En este sentido, se ha beneficiado, tolerado e incluso aportado al aumento de la corrupción y la violencia policial. De hecho durante el régimen autoritario (1964-84), algunas empresas apoyaron los escuadrones de la muerte integrados por agentes policiales. Desde el inicio de la democracia, las empresas han buscado con frecuencia, contar con un acceso privilegiado a los servicios policiales, llegando al punto de contratar a agentes fuera de servicio para que presten seguridad a las empresas y a sus ejecutivos.  A pesar de que el tratamiento privilegiado y el “pluriempleo” policial son ilegales, el gobierno y las autoridades policiales toleran esta práctica tan difundida; pero que tiene graves consecuencias para la legitimidad, efectividad y eficiencia de la policía.

Desde luego, en Brasil como en muchos otros países, las empresas han aportado en forma indirecta a la reforma policial e incluso han organizado sus propias fuerzas de seguridad o contratado empresas privadas de seguridad.
  Al hacer esto las empresas privadas van generando un crecimiento de proveedores alternativos de servicios de seguridad y, hasta cierto punto, han obligado a la policía a mejorar sus servicios. De cierta forma provocaron que la policía se propusiese ser más efectiva, eficiente y receptiva ante las necesidades y expectativas del público con el fin de competir con otras agencias para obtener financiamiento público.  El movimiento hacia un servicio policial comunitario en Brasil y en otros países, en parte se puede entender como una estrategia policial que busca una mejor participación en los presupuestos gubernamentales y recursos públicos.

En los años 90, los líderes empresariales comenzaron a preocuparse cada vez más, de los problemas de la delincuencia y la violencia, así como de la corrupción, la ineficacia y la ineficiencia policial. De esta forma adquirieron un rol preponderante en el apoyo a la reforma policial y, en el Estado de São Paulo incluso crearon una organización no gubernamental que apoya la reforma policial: el Instituto de São Paulo Contra la Violencia (Instituto São Paulo Contra a Violência – ISPCV).

En este artículo, se presenta una visión general del proceso de la reforma policial en Brasil.  Considerando la experiencia del ISPCV en el Estado de São Paulo, se analizaron los posibles beneficios y riesgos de las asociaciones públicas-privadas para la reforma policial y lo que puede hacerse para aumentar los beneficios y disminuir los riesgos de estas asociaciones.

Seguridad pública y reforma policial

Brasil tiene un sistema político federal, que influye veintiséis estados y un Distrito Federal. Dentro de este sistema existen tres tipos de fuerzas policiales: una pequeña fuerza federal, controlada por el gobierno federal; y en cada estado, una policía civil y militar, que son las principales fuerzas policiales del país. La policía civil, sin uniforme, es la contraparte de la policía judicial en otros países latinoamericanos; está a cargo de las investigaciones criminales. Los agentes uniformados, llamados policía militar, constituyen la fuerza policial más grande; está a cargo de la acción policial preventiva y el mantenimiento del orden público. Esta última policía fue creada en 1970, durante el régimen autoritario, incorporando los guardias municipales a la fuerza pública estadual.  Anteriormente, los guardias municipales estaban a cargo de la acción policial preventiva, mientras que la fuerza pública estadual era una fuerza militar a cargo del mantenimiento del orden público. En el año 2001, en el Estado de Sao Paulo, había aproximadamente 34.000 agentes policiales judiciales y 83.000 agentes en la policía militar.

Durante el régimen autoritario (1964-1982), las tres fuerzas policiales se dedicaron a proteger al régimen y a sus gobiernos, y descuidando los problemas ciudadanos.  En 1982, como uno de los primeros pasos durante la transición democrática se realizaron elecciones a nivel del gobierno estadual.  Como se señaló anteriormente, los estados controlaban la policía civil y militar, por ello en los estados de São Paulo y Río de Janeiro, los gobiernos democráticamente elegidos comenzaron a hablar de reforma policial y del servicio policial comunitario.  En 1985, Tancredo Neves (gobernador del Estado de Minas Gerais) y José Sarney (senador y ex gobernador del Estado de Maranhão) fueron elegidos Presidente y Vicepresidente de la República.  En 1998, para completar la transición democrática, el Congreso Nacional promulgó una nueva constitución democrática.

Sin embargo, y pese al avance en la transición a la democracia y de la nueva constitución, hubo pocos cambios en el sistema de seguridad pública: la policía federal, civil y militar seguían siendo las tres principales fuerzas públicas, la policía militar continuaba sirviendo como reserva y fuerza auxiliar del ejército, y las fuerzas armadas seguían a cargo no solo de la defensa externa, sino también del mantenimiento del orden público interno. Muchas de las propuestas que promovían la reforma policial mediante cambios constitucionales – en particular, la unificación de la policía civil y militar, además de la separación y diferenciación entre la policía militar y las fuerzas armadas – fueron sistemáticamente bloqueadas por las presiones en el Congreso de las fuerzas armadas y de la policía militar.  El primer gran cambio constitucional fue la creación de guardias municipales, que son agencias públicas, organizadas y sustentadas por los gobiernos municipales que, en estricto rigor, no estaban a cargo de la acción policial, sino más bien de la vigilancia, la protección de la propiedad y de los servicios municipales.

Debido a la falta de reformas en los años 80, el nuevo régimen democrático heredó fuerzas policiales con muchos problemas, que socavaban su capacidad para controlar la delincuencia y la violencia y prestar seguridad a la ciudadanía. Los habitantes desconfiaban de la policía, es decir, carecía de legitimidad generalizada. Por una parte la policía no estaba entrenada para controlar y prevenir la delincuencia, por ende era percibida como inefectiva e ineficiente. Y por otro lado la corrupción llegaba a altos niveles dentro de la jerarquía policial, además la población, en especial los pobres sufrían constantemente por la violencia y discriminación policial. 

En 1992, en el Estado de São Paulo llegó a una situación crítica, durante ese año, alrededor de 1.458 civiles murieron a manos de agentes policiales,
 además, 111 prisioneros murieron durante una operación de la policía militar para contener un motín al interior de la Penitenciaría de Carandiru, en la Ciudad de São Paulo; operación divulgada en los medios como “La Masacre de Carandiru”. Por otro lado, ese mismo año, una evaluación interna realizada por la policía militar concluía que la organización estaba obsoleta.

Un grupo de trabajo formado en 1993 por agentes de la policía militar y civiles presentó una propuesta para “la implementación de un modelo de servicio policial comunitario, en asociación con varios actores públicos y privados, en la búsqueda de posibles soluciones para  los problemas de la comunidad en el área de la seguridad pública.
  Al año siguiente, una evaluación externa realizada por McKinsey & Co. llegó a la conclusión que la policía militar tenía problemas de administración, particularmente en las áreas de recursos humanos,  relaciones con clientes, y procesos obsoletos.

Por primera vez, había indicios de apoyo a la reforma policial desde al interior de la institución. La policía señaló su creciente preocupación por los problemas de la comunidad en el área de la seguridad pública y sobre su efectividad y eficiencia en controlar y prevenir la delincuencia. También surgieron atisbos de nuevas estrategias para la reforma policial, enfocadas en conceptos de acción policial en la comunidad y con cambios administrativos y operativos, en vez de cambios constitucionales legales o formales.  Asimismo, estas iniciativas aparecían a nivel estadual en vez de nacional.

De todos modos, poco sucedió hasta 1997.  El cambio más importante antes de esto fue la creación de la Policía Ombudsman en el Estado de São Paulo en 1995, una institución que posteriormente fue copiada en los estados de Río de Janeiro, Minas Gerais, Río Grande do Sul y Pará.
 La Policía Ombudsman es una institución independiente, que está a cargo de recibir y monitorear la investigación de denuncias contra los agentes de policía; y aunque no tiene el poder para investigar las denuncias de la policía, la nueva agencia proporciona una instancia única para la población e incluso para los mismos agentes policiales. Les ha permitido participar en el proceso de la reforma policial entregando información sobre diferentes tipos de problemas que afectan a la policía civil y militar, y que a menudo son desconocidos por las autoridades gubernamentales y policiales. A pesar de la insuficiencia de recursos y de la fuerte resistencia, e incluso oposición desde la dirección policial, las agencias Ombudsman han adquirido fuerza llegando a cumplir un rol importante en el proceso de la reforma policial.
 

El escándalo provocado por la prensa nuevamente animó el proceso de la reforma en marzo de 1997.  Agentes de la policía militar fueron grabados en video, durante tres noches consecutivas, amenazando, golpeando y robando dinero a ciudadanos comunes, incluso disparando a una persona cerca de la Favela Naval (población marginal de la Ciudad de Diadema, en el área metropolitana de São Paulo).  La cinta de video se mostró repetidas veces en la televisión nacional, y la desconfianza de la policía creció significativamente. Unos meses después, como resultado de conflictos sobre pagos, condiciones laborales y políticas gubernamentales, la policía se fue a huelga en muchos estados y las fuerzas armadas tuvieron que intervenir para contenerlas en nueve de ellos.  

También en 1997, el gobierno estadual de Sao Paulo retiró al comandante–general de la policía militar. Luego de ello, esta fuerza creó una comisión policial comunitaria formada por representantes de la policía militar, la policía civil y de la comunidad, la cual adoptó una filosofía de acción policial comunitaria.  Asimismo, la policía militar inició un programa de administración de calidad total que entregó capacitación a los policías en administración de calidad total.

El caso de São Paulo muestra cómo la coincidencia de la percepción de crisis junto con ideas nuevas para soluciones puede resultar en interesantes innovaciones.  En mayo de 1997, Rede Globo Televison y el Centro de Estudios sobre la Violencia de la Universidad de São Paulo organizó una conferencia internacional sobre la violencia urbana en Brasil.
  La conferencia produjo un informe que destacaba la importancia de una serie de acciones para mejorar la seguridad pública, incluyendo la creación de una “Fundación de Policía” capaz de movilizar a los sectores empresariales para que apoyaran la reforma policial y el progreso del servicio policial.  En noviembre de 1997, las principales asociaciones empresariales en el Estado de São Paulo unieron fuerzas con Globo Televison y el Centro de Estudios sobre la Violencia y crearon el Instituto de São Paulo Contra la Violencia (ISPCV).  

Asociación pública-privada para la reforma policial

¿Por qué las asociaciones y entidades empresariales decidieron unir fuerzas, crear el ISPCV y así tener un rol activo en la reforma policial?  ¿Por qué las asociaciones y entidades empresariales decidieron invertir en mejorar los servicios policiales y seguridad pública en vez de seguir invirtiendo sólo en su seguridad privada directa?

Múltiples factores influyeron en este proceso. Primero, hubo líderes empresariales que percibieron la necesidad de la reforma policial, y su apoyo fue crucial para la creación y sustentabilidad del Instituto.  Segundo, los altos índices de delincuencia y violencia en la sociedad disminuyeron los incentivos para las inversiones extranjeras y nacionales, socavando las bases para el desarrollo económico y agravando los problemas sociales, lo cual claramente no era positivo para las empresas.  Un estudio realizado por el Banco Interamericano de Desarrollo señaló que el costo de la violencia en Brasil alcanzaba el 10.5% del PIB del país, los que se distribuían entre: 1.9% en costos de salud, 3.6% en seguridad pública y privada y justicia criminal, 3.4% en menor inversión, productividad, empleo y consumo, y 1.6% en pérdidas como resultado de asaltos, robos, extorsión y corrupción.
 Tercero, la seguridad privada, a pesar de un crecimiento importante en los 90, continuaba siendo costosa y no estaba precisamente entrenada para proteger a las empresas, a los ejecutivos empresariales o a sus familias. Cuarto, los medios de comunicación y la prensa  enfatizaban cada vez más la responsabilidad social de las empresas en diferentes áreas de la seguridad pública; además, se crearon organizaciones no gubernamentales para promover la responsabilidad social de las empresas.
 
Las asociaciones y entidades empresariales con intereses diferentes y a veces opuestos, de diversas áreas del sector industrial, comercial, bancario, transporte, de seguros y de publicidad, entre otros, sobrepasaron un problema de acción colectiva para unir fuerzas y actuar en conjunto en el área de la seguridad pública.  Con su buena disposición para tomar la iniciativa, promover la reforma policial y mejorar la seguridad pública, la creación de una organización no gubernamental produjo importantes beneficios.  Las empresas podrían compartir los gastos por participar en el proceso de la reforma policial. Segundo, podrían aumentar su legitimidad e influencia política.  Tercero, una organización no gubernamental era muy importante en la lucha contra el crimen organizado y la corrupción policial ya que garantizaba cierto grado de anonimato y protección contra los delincuentes y contra los agentes policiales que no estaban interesados en la reforma policial.

El Estado de São Paulo es responsable de aproximadamente 35% del PIB de Brasil, las asociaciones empresariales más poderosas y la mayoría de las empresas privadas más grandes de Brasil están situadas en este Estado. Además, el sector privado creció y se modernizó bajo el régimen autoritario (1964-1985), pese a ellos muchos de los líderes empresariales apoyaron a los partidos de oposición durante la transición a la democracia y cumplieron un rol importante en la elección del presidente Fernando Henrique Cardoso en 1994 y 1998, y de Luis Inácio Lula da Silva en 2002, además de los Gobernadores de Estados Mario Covas y Geraldo Alckmin.  A medida que el aumento de la delincuencia, la violencia, la inseguridad y, en particular, el crimen organizado comenzaba a socavar el proceso de consolidación democrática y desarrollo socio-económico, los sectores empresariales estaban relativamente bien posicionados para participar en el debate y la formulación e implementación de políticas en el área de la seguridad pública.
El Instituto de São Paulo Contra la Violencia 


Incluso con el fuerte apoyo del sector empresarial y la prioridad absoluta en el avance de los servicios policiales, el ISPCV no es simplemente una coalición empresarial para la reforma policial.  Es una organización sin fines de lucro, no gubernamental e independiente, constituida por asociaciones empresariales, empresas privadas, institutos académicos, asociaciones de la comunidad y organizaciones de los medios de comunicación, con el objetivo de desarrollar políticas, programas y acciones innovadoras y efectivas para reducir la violencia y aumentar la seguridad de los ciudadanos en el Estado de São Paulo. 

Entre los fundadores del Instituto están: la Federación de Comercio del Estado de São Paulo, la Federación de Industrias del Estado de São Paulo, la Asociación de Bancos del Estado de São Paulo, la Asociación de Empresas Privadas de Seguros del Estado de São Paulo, la Federación de Empresas de Transporte de Carga del Estado de São Paulo, la Asociación de Empresas de Transporte Público del Estado de São Paulo, la Organización Nacional de Líderes Empresariales, la Asociación Brasileña de Agencias de Publicidad, el Centro de Estudios sobre la Violencia y la Facultad de Salud Pública de la Universidad de São Paulo, el Centro de Estudios del Tercer Sector de la Fundación Getúlio Vargas , la Asociación Céntrica de São Paulo, y la Fundación Roberto Marinho, que está vinculada a Globo Televison. 

El ISPCV tiene un consejo con 30 miembros, que elige un directorio ejecutivo de  constituido por líderes empresariales, académicos, abogados y representantes de las ONG (en total 11 miembros).  Con un presupuesto anual de US$ 600.000, el Instituto desarrolla proyectos con gobiernos federales, estaduales y municipales, como también con organizaciones no gubernamentales, centrándose en cuatro objetivos estratégicos principales, enfocados en las siguientes áreas:

· Servicios policiales; 

· Procesos judiciales;

· Sistema penitenciario; y

· Políticas, programas y acciones para prevenir la violencia, centrándose en zonas urbanas y grupos sociales de alto riesgo.

Estos objetivos se persiguen mediante una serie de acciones y programas interrelacionados.  A continuación se presentan algunos ejemplos:

Disque-Denúncia (Denuncia de Delitos)

Este programa se estableció en octubre de 2000, y fue auspiciado por los sectores empresariales a través del Instituto, en asociación con la Secretaría de Estado de Seguridad Pública, la Policía Militar y la Policía Civil.  Este programa de denuncias inspiró programas similares implementados en Norte América y Europa, y consiste en que el ISPCV mantiene un centro de llamadas que recibe información y datos sobre delitos y delincuentes por parte del público, envía la información a las autoridades policiales, y como resultado recibe información sobre las acciones policiales proveniente de las mismas autoridades de la materia. La persona que llama no es identificada, se le garantiza su anonimato, pero se le asigna un código con el cual puede entregar información adicional y recibir información sobre las acciones policiales.

En dos años, Disque-Denúncia ha contribuido a: mejorar la colaboración entre la comunidad y la policía, aumentando la efectividad y eficiencia de la policía para detectar y arrestar a los delincuentes, y al mismo tiempo aumentar la receptividad de la policía ante las necesidades y expectativas de la comunidad.  El servicio ha recibido más de 100.000 llamadas con información sobre delitos y delincuentes, y ha ayudado a la policía a resolver más de 2.500 delitos.
    

Acción policial efectiva y democrática


El ISPCV también ha apoyado una serie de proyectos e iniciativas dirigidas a promover la reforma policial y mejorar los servicios policiales. Desde 1997, el Instituto ha apoyado el programa de servicio policial comunitario dentro de la policía militar, participando en la Comisión del Estado de Servicios Policiales Comunitarios promoviendo la colaboración entre la policía militar y las organizaciones comunitarias, para identificar y resolver los problemas de seguridad pública en el Estado de São Paulo.  Más tarde en el 2001, el Instituto comenzó a colaborar en el programa de Administración de Calidad Total dentro de la policía militar, participando en la evaluación de unidades policiales que compiten para obtener el Premio de Calidad de la Policía Militar.

En el 2002 el ISPCV inició el proyecto “Servicio Policial y Expectativas Sociales”, con el objetivo de identificar las diferentes expectativas sociales en cuanto a la acción policial y los cambios en las prácticas policiales que esperaban los dirigentes comunitarios, agentes policiales, abogados querellantes o fiscales y jueces de la ciudad de São Paulo.  El proyecto incluye una serie de veintiún discusiones de grupos pequeños y cinco seminarios regionales, seguidos por una conferencia que abarca toda la ciudad, y en que participan dirigentes comunitarios, agentes de la policía militar y civil, abogados querellantes o fiscales y jueces.

Anteriormente en el 2001, el Instituto había participado en una comisión especial establecida por La Secretaría de Estado de Seguridad Pública para desarrollar estrategias con el fin de disminuir las muertes y lesionados en las acciones policiales.  La comisión especial estaba constituida por representantes de la Policía Civil, Policía Científica, Policía Militar, Policía Ombudsman, del Centro de Estudios sobre la Violencia y del Instituto – que representaba las organizaciones no gubernamentales en la comisión.  El Instituto también participó en un consejo especial establecido por la Secretaría de Estado de Seguridad Pública, constituido por organizaciones no gubernamentales e instituciones académicas, para estudiar y desarrollar estrategias de prevención de la delincuencia, integrando las agencias policías y otras agencias estaduales.  En la comisión y el consejo, el Instituto fortaleció la voz de las organizaciones no gubernamentales y, sobre todo, las asociaciones empresariales en la formulación e implementación de políticas de seguridad pública.  

Entre el 2001 y 2002, el Instituto apoyó el uso de mapeo computarizado de delitos en el desarrollo, monitoreo y evaluación no sólo de las estrategias policiales para controlar la delincuencia, sino también para las estrategias de prevención de la delincuencia implementadas por los gobiernos municipales y estaduales, y por las organizaciones no gubernamentales. Seguidamente el Instituto actuó de mediador en un acuerdo entre el gobierno estadual y los gobiernos municipales de las 39 ciudades de la Región Metropolitana de São Paulo. Mediante este acuerdo, el estado comenzó a proporcionar acceso a herramientas para el mapeo de delitos que los gobiernos municipales usarán para desarrollar programas de prevención de la delincuencia (en asociación con el gobierno estadual y las organizaciones no gubernamentales).

Foro metropolitano sobre la seguridad pública


Una faceta importante del instituto es promover un debate informado sobre las políticas antidelincuencia; para ello el ISPCV, en asociación con Globo Televison y el Centro de Estudios sobre la Violencia, organizó el Foro Metropolitano sobre la Seguridad Pública en la Universidad de São Paulo.  Este Foro está constituido por los alcaldes de 39 ciudades de la Región Metropolitana de São Paulo, en éste los alcaldes se reúnen cada tres meses con especialistas y representantes de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales con el fin de discutir y adoptar acciones para reducir la delincuencia y la violencia, dando énfasis a las acciones preventivas.  El Foro Metropolitano tiene grupos de trabajo que implementan las decisiones tomadas por los alcaldes en seis áreas: Información de Crímenes, Prevención de la Delincuencia, Guardias Municipales, Comunicación Social, Monitoreo Legislativo y Sistema Penitenciario. En esto el Instituto actúa como Secretario General del Foro, brindando apoyo organizacional fundamental para el funcionamiento del Foro Metropolitano y de sus seis grupos de trabajo.

Observatorios de los derechos humanos


En asociación con el Centro de Estudios sobre la Violencia, y con el apoyo de la Secretaría de Estado de Derechos Humanos y la Secretaría de Estado de Asistencia Social (ambas del Gobierno Federal) el ISPCV ha coordinado el establecimiento de una red nacional de observatorios de los derechos humanos. Estos observatorios están formados por grupos de jóvenes, vinculados a las asociaciones comunitarias, que están capacitados para recopilar, analizar información y producir informes sobre los derechos humanos en sus comunidades, identificando las violaciones a los derechos humanos y las mejores prácticas para proteger y promover los derechos humanos.  El proyecto busca establecer observatorios de los derechos humanos en seis capitales de estado.
 

Estrategias para la reforma policial


En síntesis, todo lo anterior evidencia que la reforma ha formado parte de un movimiento más grande que busca mejorar la seguridad pública, integrando una variedad de actores públicos y privados junto con una serie de diferentes programas y acciones. En el pasado, las empresas apoyaban a la policía en forma individual aportando dinero, productos y servicios a las agencias y a algunos policías individuales.  De este modo, contribuían poco a la reforma policial, más bien aumentaban los riesgos de corrupción policial y fortalecían el control empresarial de los servicios policiales. Aunque también, estas prácticas llevaron a que se produjera el efecto contrario, es decir, el control policial de los servicios empresariales.

Mediante el ISPCV, las empresas han apoyado a la policía colectivamente contribuyendo en aspectos técnicos, políticos y económicos de diferentes proyectos con el fin de que la policía sea más democrática, más efectiva y eficiente en el control y prevención de la delincuencia. En vez de actuar en forma individual, las asociaciones y entidades empresariales han formado una amplia alianza, que también incluye a otros sectores de la sociedad, en particular, las instituciones académicas, organizaciones de medios de comunicaciones y asociaciones comunitarias. Sectores que están más interesados en la reforma policial, para mejorar los servicios policiales en vez de simplemente fortalecerlos. De ahí que la nueva estrategia destaque la importancia de la calidad sobre la cantidad de los servicios policiales. Las empresas se han centrado en reducir tanto la delincuencia como la violencia y en aumentar la seguridad pública, en vez de obtener acceso privilegiado a los servicios policiales. En lo concreto este nuevo enfoque estableció relaciones más transparentes con la policía. 

Las empresas, al adoptar una estrategia diferente y establecer otro tipo de relación con la policía, han hecho una importante contribución a la reforma policial.  A pesar de que la asociación pública-privada para la reforma policial es muy reciente y los resultados sólo están comenzando a percibirse, puede decirse que la policía es cada vez más democrática (responsable ante la ley, receptiva ante los ciudadanos, más transparente). Además de mejorar en efectividad y eficiencia en el control y, especialmente, en la prevención de la delincuencia. En este nuevo proceso la policía, y las empresas privadas han obtenido legitimidad, sobre todo tras resolver un número creciente de delitos, con el apoyo de la información obtenida a través del Programa de Denuncia de Delitos, que ha sido muy divulgado por la prensa.  Los crímenes violentos han disminuido en el Estado de São Paulo, en particular en la Región Metropolitana de São Paulo, después de años de crecimiento: el índice de homicidios alcanzó 52,10 homicidios por cada 100.000 personas en la región metropolitana de São Paulo en 1999, bajando a 47,39/100.000 en 2002.
 

Acción policial de calidad: oferta y demanda


La opción estratégica para las empresas y otros actores sociales interesados en la reforma policial se debate entre centrar la atención en el incremento de la demanda social por una acción policial de calidad o en asistir al gobierno y a la policía para que aumente la oferta de acción policial de calidad. La demanda y la oferta de acción policial de calidad son importantes en el proceso de la reforma policial, sin embargo, la disposición y capacidad de las empresas para invertir con el fin de aumentar la demanda y la oferta de servicios policiales de calidad varían a través de las sociedades y con el tiempo, y lo más probable es que dependa del carácter de las asociaciones públicas-privadas para la reforma policial.

La Reunión Mundial sobre la Asociación Pública–Privada para la Reforma Policial realizada en Kenya, en enero del 2003, proporcionó una instancia para comparar las asociaciones públicas–privadas a favor de la reforma policial en Brasil, Sudáfrica, Kenya, India y en Estados Unidos. En todos estos países, las empresas están desarrollando asociaciones relacionadas con la reforma policial: ISPCV en Brasil; Empresas contra la Delincuencia en Sudáfrica (Business Against Crime); Asociación del Distrito Comercial Central de Nairobi en Kenya (Nairobi Central Business District Association); Cámara Mercantil en Mumbai, India (Merchant Chamber); Fundación de Policía de Nueva Orleáns (New Orleáns Police Foundation), entre otras Fundaciones de Policía en Estados Unidos.  

Al comparar las diferentes experiencias, pareciera que Empresas Contra la Delincuencia y la Fundación de Policía de Nueva Orleáns tienen una relación más estrecha con el gobierno y la policía que el ISPCV, la Asociación del Distrito Comercial Central de Nairobi y la Cámara Mercantil en Mumbai de India. Como ya se vio el ISPCV tiene una relación más estrecha con la universidad y las organizaciones de la sociedad civil que con el gobierno y la policía.  Como resultado de esto, las Empresas Contra la Delincuencia y la Fundación de Policía de Nueva Orleáns principalmente tienden a centrarse en la oferta de un servicio policial de calidad, mientras que el Instituto de São Paulo tiende a centrarse en la demanda de un servicio policial de calidad.

En la mayoría de los países, las empresas saben que la reforma policial depende de la oferta y la demanda de un servicio policial de calidad.  El carácter y enfoque de las asociaciones públicas-privadas no depende solo de las ideas e intereses empresariales en cuanto a la reforma policial, sino también del contexto social y político en que operan las empresas. 

En Brasil, las empresas tradicionalmente han estado alineadas con el gobierno y con la policía, pero ni el gobierno, y mucho menos la policía, han estado abiertos a la reforma policial. Por lo mismo, la movilización de las empresas en favor de una reforma policial requirió de la alineación con otros actores sociales, en particular la universidad y las organizaciones de la sociedad civil, que durante mucho tiempo buscaban esta reforma.  Por ello el resultado fue entonces, un mayor énfasis en la demanda de un servicio policial de calidad.

En Estados Unidos y Sudáfrica, después de su transición a la democracia, las empresas encontraron al gobierno y a la policía más abiertos ante la reforma policial.  La movilización de las empresas en favor de la reforma policial requirió una alineación con el gobierno y con las autoridades de la policía que estaban interesadas en la reforma y no tanto en los demás actores sociales.  El resultado fue un mayor énfasis en la oferta de un servicio policial de calidad.

Conclusión


La reforma policial es solo una parte de la lucha contra la delincuencia y la violencia en Brasil, y a su vez las asociaciones públicas-privadas representan una pequeña parte en la lucha para reformar la policía. Debido a que en general gran parte del sector empresarial, que por cierto es amplio y diverso, no están interesados ni comprometidos con la reforma policial.  Sin embargo, siempre que las asociaciones y entidades empresariales se comprometan en asociaciones públicas-privadas para la reforma policial, se podrá realizar un importante avance en este proceso.

No obstante, más allá de la simple participación de las asociaciones públicas- privadas surge la cuestión del impacto que éstas han tenido en la reforma y la acción policial. Una característica crucial de la policía en las sociedades democráticas es su receptividad ante los ciudadanos, y no el gobierno y su compromiso con otorgar igual protección a todos los ciudadanos.  El apoyo empresarial a la reforma policial puede ayudar a que la policía sea menos receptiva al gobierno y más receptiva a los ciudadanos, pero no significa necesariamente que ayude a que la policía se comprometa a dar igual protección a todos los ciudadanos.  En cambio, esto puede significar que la policía sea más receptiva con los dueños de empresas y gerentes que con los trabajadores o con el público en general, y a su vez con los sectores empresariales que estén mejor organizados y movilizados a favor de la reforma policial que con los demás.  En última instancia, la policía puede ser más receptiva con los ricos que con los pobres, pero este no es un problema nuevo. 

A menudo los experimentos relacionados con el servicio policial comunitario están distribuidos de modo desigual en la sociedad y están más enfocados a los barrios y grupos sociales que pueden pagar la infraestructura requerida para implementar el servicio policial comunitario y también participar en los comités y reuniones del servicio policial comunitario.
  Sin embargo, y pese al reconocimiento generalizado del problema este sigue siendo difícil de resolver, sobre todo en sociedades muy desiguales.  Si no se controla, la distribución desigual de los servicios policiales, o las diferencias de calidad de los servicios policiales prestados a los ciudadanos, pueden negarse a socavar las asociaciones públicas-privadas a favor de la reforma policial, de la misma manera que han socavado algunos experimentos de servicio policial comunitario que también en un primer momento parecieron ser muy prometedores.    
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